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1.  Introduccion

1.1  Antecedentes

El fenómeno del tráfico ilegal de migrantes es un problema cuyo crecimiento y consecuencias han generado una obligada atención por parte de los gobiernos involucrados.

Para enfrentarlo, la comunidad internacional se ha estado organizando tanto a nivel mundial como regional para discutir la problemática del tráfico de seres humanos y buscar estrategias y soluciones en diferentes foros. 

Es así como en el marco  de la Conferencia Regional sobre Migración (CRM)  se ha dado especial énfasis al tema del combate al tráfico ilegal de migrantes. En el Comunicado Conjunto de su primera reunión celebrada en Puebla, México en marzo de 1996
, se señala que “con pleno respeto a la soberanía nacional y jurisdicción territorial de cada país, y en el marco de  los arreglos jurídicos establecidos con otros Estados, coordinar esfuerzos para combatir a las  organizaciones criminales dedicadas al tráfico de migrantes. Con ese fin, los gobiernos se comprometen al intercambio de información oportuna de manera que brinde a los países de la región la posibilidad de  adoptar acciones apropiadas para combatir las redes y conexiones de traficantes de migrantes, e intercambiar datos adicionales para la prevención y detección de estas organizaciones delictivas”.

En este  contexto, durante la II CRM, realizada en Panamá del 11 al 14 de marzo de 1997, además de otros temas como las Políticas Migratorias, Vinculación entre Desarrollo y Migración, Cooperación Internacional para el Retorno de Migrantes Extrarregionales, Derechos Humanos y Cooperación, quedó reflejado con especial interés el tratamiento del tráfico de migrantes en el Plan de Acción que los gobiernos participantes aprobaron en aquella ocasión.

En la Reunión Técnica celebrada en San José, Costa Rica en el mes de noviembre de 1997, el Gobierno de Canadá manifestó su disposición para apoyar la realización de un estudio de caso sobre tráfico de migrantes en Panamá, con el concurso de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), el cual fue presentado durante la III Conferencia Regional sobre Migraciones en Otawa, Canadá en febrero de 1998.  En dicha conferencia el Gobierno de Guatemala manifestó su deseo de que se concretara un estudio similar en su territorio, el cual se llevó a cabo en el mes de agosto de 1998.

En la Reunión del Grupo Regional de Consulta sobre Migración (GRCM) de la CRM realizada en Gananoque, Canadá, en octubre de 1998, el Gobierno de El Salvador, por medio del Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio del Interior, expresó su interés en realizar un estudio de caso sobre tráfico de migrantes  con el concurso de la OIM, confirmando oficialmente a ese organismo su beneplácito para la realización del estudio, en la IV Conferencia Regional sobre Migración,  el cual se llevó a cabo en marzo de 1999.

El 17 de noviembre de ese año, el Gobierno de Costa Rica formalizó una solicitud ante la OIM, para la realización de un estudio en las mismas condiciones, el cual fue finiquitado en febrero de 2000.

En la Reunión del GRCM, realizada en San Salvador, El Salvador, los días 27, 28 y 29 de octubre de 1999, se encomendó a LA OIM la elaboración del estudio sobre tráfico de migrantes en Honduras,  el cual fue realizado en el mes de febrero de 2000.

En el mes de febrero de 2001 Belice presentó una solicitud formal para que un estudio de caso sobre tráfico de migrantes en condición irregular, se efectuara en dicho país.  Este se realizó en el mes de marzo de ese mismo año y fue presentado en la VI Conferencia Regional sobre Migración, realizada en San José, Costa Rica del 20 al 23 de marzo de 2001.

En dicha conferencia el Gobierno de Nicaragua hizo una solicitud formal para que un estudio de este tipo se realizara con el concurso de LA OIM. Este se  llevó a cabo en  el mes de mayo del presente año y sus resultados se presentan a continuación. 

1.2  Descripción general del tráfico de migrantes 

Para efectos del presente estudio y con el fin de unificar la terminología utilizada tanto en éste como en los anteriores, nos basaremos en los alcances de la definición que sobre tráfico ilegal de migrantes fue formulada en el XI Seminario sobre Migraciones, organizado por la OIM y celebrado en Ginebra del 26 al 28 de octubre de 1994.  De acuerdo con dicha definición, el tráfico de migrantes supone cuatro componentes:

1. Un traficante o intermediario que facilita el cruce de fronteras

2. El pago al traficante por el migrante o alguien a su nombre

3. Esta actividad es ilegal o requiere de varios actos ilegales para ser llevada a cabo

4. Existe la voluntad del migrante de recurrir al traficante

1. Descripción general del tráfico de migrantes en Nicaragua

Respecto al tráfico ilegal de migrantes, Nicaragua se constituye eminentemente en un país de tránsito y emisión de migrantes en condición irregular.  Los  migrantes en tránsito utilizan el territorio nicaragüense como puente para viajar a Estados Unidos y Canadá. Estos están constituidos por diversas nacionalidades, entre ellas ciudadanos peruanos, ecuatorianos y  colombianos; aquellos provenientes del continente asiático (chinos, indios y nepaleses), de África (somalíes) y caribeños, especialmente de Cuba y de la República Dominicana.

En Nicaragua,  existen dos modalidades de tráfico de migrantes. Por un lado, las personas son traficadas por puestos no habilitados y viajan sin visa o bien con documentos falsos. En muchos de estos casos, ingresan a  Nicaragua por puestos no habilitados a pesar de estar exentos del requisito de visa,  porque sus traficantes omiten darles ésta información. Por otro lado, los migrantes que por su nacionalidad no requieren visa de ingreso, entran legalmente al territorio nicaragüense pero son egresados en forma irregular al territorio de Honduras, donde por su nacionalidad, sí requieren visa consultada. En esta segunda  modalidad, se incluyen tanto a personas provenientes de América del Sur, principalmente de Perú y de Ecuador, así como los provenientes de algunos países del ex bloque socialista, tales como Polonia, Rumania, Ucrania y Rusia y africanos principalmente de Kenia, Ghana, Nigeria, Sierra Leona, Liberia y Mozambique.
 

Las redes de tráfico ilegal de personas están complejamente organizadas, utilizan  redes locales de apoyo y cuentan con equipo sofisticado para su operación. El trabajo se les facilita en las rutas terrestres-- las más importantes comparadas a las aéreas y marítimas-- debido a gran cantidad de puestos no habilitados en ambas fronteras. 

2.1 Rutas principales y medios de transporte

Nicaragua cuenta con varios puestos fronterizos, terrestres, aéreos, marítimos y lacustres habilitados.  La ruta de mayor utilización  para el tráfico ilegal de personas es la terrestre, en comparación con la aérea y la marítima.  Su situación geográfica, las características de su territorio montañoso, plagado de caminos de fácil acceso y la  existencia de zonas con carreteras accesibles carentes de delegaciones migratorias, facilitan el desarrollo del tráfico de personas por vía terrestre.

La ubicación geográfica de los puestos de control migratorio se describe  a continuación:
  
2.1.1 Frontera sur con Costa Rica
En el sur, frontera con Costa Rica, con una longitud aproximada de 130 kilómetros, se encuentran los puestos migratorios de Peñas Blancas, San Carlos y San Juan del Sur.  Paralelamente a estos puestos, existen gran cantidad de caminos, trochas y ríos que sin estar habilitados, por su fácil acceso constituyen puntos “ciegos” utilizados por los migrantes en condición irregular, para ingresar a Nicaragua.  En esta zona, hacia el este existen aproximadamente cuatro puntos ciegos, entre  los que se destaca El Naranjo. Hacia el oeste encontramos diez puntos, de los cuales los principales son La Libertad, Cárdenas, Pirulí, Orosi, Río Mena y Colón. El tránsito de migrantes en condición irregular se ha visto facilitado por  la reciente reconstrucción de caminos y vías en el borde fronterizo,  permitiendo incluso en transporte de migrantes  en vehículos, como  ocurre en Colón.

Según datos aportados por los migrantes, muchos de ellos ingresan a Costa Rica por aire y son introducidos a territorio nicaragüense por tierra, apoyados por traficantes panameños y costarricenses. Anteriormente eran trasladados a Rivas pero actualmente las redes de tráfico los trasladan directamente a Managua. 
En esta ruta, los traficantes utilizan mayormente los servicios de transporte de taxis y buses debido a que existen pocos retenes en carretera y los existentes (La Virgen y Ochomogo) están rodeados de caminos de fácil acceso que son utilizados por los traficantes para evitar ser interceptados por las autoridades.

En esta frontera sur existen también vías fluviales y marítimas. En la zona de San Carlos, los traficantes utilizan lanchas en los diversos ríos que existen en el lugar, para salir al Río Frío o al Río San Juan, cuyos caudales los trasladan a Solentiname, sitio en el cual descansan los migrantes, -en  su mayoría ciudadanos chinos-, para luego ser trasladados a Managua. La utilización de vías marítimas se da también en Boca del Río Colorado, en donde el acceso se hace por medio de lanchas con dirección a Bluefields o directamente a territorio hondureño. Otro sector en el cual los traficantes utilizan la vía marítima es en las márgenes del río Las Haciendas en Colón, trayecto que se hace primero en vehículo para luego navegar el Lago Nicaragua, hasta Managua.

2.1.2 Frontera norte con Honduras

La frontera norte con Honduras abarca aproximadamente 200 kilómetros de longitud y cuenta con cinco puestos migratorios habilitados. El principal puesto de control migratorio es el de Guasaule (corredor histórico de tráfico de personas y de  trasiego mercancías) y existen también en la zona, los puestos de Las Manos, El Espino, Teotecasinte y Potosí ubicado en el Golfo de Fonseca. 

Junto con los puestos migratorios habilitados existe una gran cantidad de caminos y trochas que al igual que en la frontera de Peñas Blancas, constituyen puntos “ciegos” de fácil acceso y tránsito para los migrantes en condición irregular y los traficantes que los dirigen.  Entre ellos se pueden enumerar Palo Grande, San Antonio, Somotillo, Cinco Pinos, Santo Tomás, San Pedro del Norte,  todos ellos con salida hacia Choluteca, Honduras.  También por la zona llamada Guadalajara, puede accederse a El Triunfo, en Honduras y luego a Choluteca.  Otras zonas de paso no habilitados son San Enrique, Las Cuarenta, Sontul, La Ceiba, El Siete, Paso El Muerto, Vado Ancho, Potosí, Punta La Salvia y Puerto Morazán.

2.1.3  Rutas Internas

Algunas rutas que han descubierto las autoridades migratorias y policiales nicaragüenses, como las de mayor utilización por parte de traficantes y traficados son:

1. Managua-León-Chinandega-Somotillo-Honduras por los pasos  anteriormente descritos.

2. Managua-Sébaco-El Sauce-Villa Nueva-Cayanlipe-San Ramón-Las Hormigas (Honduras).

3. Managua-La Paz Centro-Malpaisillo-Mina El Limón-El Empalme-Carretera La Gaspar-Cayanlipe-Las Cuarenta-Honduras.

Existen retenes en el Marimbero, Estero Real, Villa Nueva, Cayanlipe y San Antonio. Con la colaboración de la Policía Nacional y el Ejército, los migrantes en condición irregular son interceptados y puestos a la orden del juez en Somotillo, los que una vez dictada su sentencia, son trasladados al Centro de Retención de la Dirección General de Migración y Extranjería.

En Somotillo existe gran cantidad de hoteles y casas de alojamiento de migrantes en condición irregular,  en  especial en los pueblos de San Antonio, Santa Pascuala y Carpintero. Aquí los traficantes cuentan con vehículos y caballos para traficar a los migrantes por el Río Negro.

La compra de tierras nicaragüenses ubicadas en la zona fronteriza por parte de ciudadanos hondureños vinculados al tráfico de migrantes y el paso del Huracán Mitch por la región - que generó modificaciones en la geografía del terreno que han sido utilizadas en beneficio de las redes de  tráfico ilegal de migrantes- favorecen la actividad de dichas  redes  y dificultan las acciones de las autoridades que ven limitado su acceso y su función de control en terrenos privados.

El tráfico ilegal de migrantes en condición irregular se reduce en estación lluviosa debido al crecimiento de los ríos y a la destrucción de los caminos debido a las lluvias.  Es por ello que los traficantes de la zona han construido tendidos para transportar a los migrantes por medio de cables.

2.1.4 Medios de transporte

Ya en Nicaragua, los medios de transporte utilizados por los  traficantes de migrantes están constituidos en su mayoría por buses colectivos locales o interlocales que vienen transbordando desde su ingreso al país. Algunas redes de traficantes utilizan  sus propios medios de transporte, contando incluso con microbuses destinados específicamente a la actividad. Los microbuses transitan acompañados de un vehículo liviano al frente, cuyo conductor viaja con equipo sofisticado de comunicación y armamento variado y cuya función es la de avisar si existen retenes u operativos de las autoridades migratorias o policiales en el camino.  Por su parte, los “bulteros” (personas contratadas por los traficantes para guiar migrantes de noche), se trasladan a pie y armados al menos con machetes.

Una nueva modalidad de transporte es la que realizan los traficantes por medio de vehículos de lujo rentados (por ejemplo las llamadas “coronelas”), utilizados con el fin de engañar a las autoridades para que a su paso presuman que por la calidad del vehículo, es poco probable que transporte migrantes en condición irregular.

2.2  Los migrantes:  ¿Quiénes son?  ¿De dónde vienen?  ¿Hacia dónde van?

La Dirección General de Migración y Extranjería de Nicaragua cuenta en la actualidad con información básica  no sistematizada, referida al perfil del migrante involucrado en el tráfico. Según datos brindados por los funcionarios de esa Institución, por el territorio nicaragüense transitan diversidad de migrantes regionales y extrarregionales guiados por traficantes organizados, con destino a Estados Unidos y Canadá. La mayor parte de los migrantes en condición irregular está constituida por suramericanos (principalmente peruanos, ecuatorianos y colombianos), de los cuales  tanto peruanos como ecuatorianos pueden ingresar a territorio nicaragüense legalmente, sin necesidad de visa.

Las nacionalidades más comunes en orden descendente son aquellas de ciudadanos provenientes de Perú, Ecuador,  India, Colombia, República Dominicana y Nigeria. Recientemente ha habido un tránsito creciente de ciudadanos provenientes de otros países del continente africano (Ghana, Liberia, Somalia, Sierra Leona, Mali, Sudán) que si bien no representan un gran número, sí llaman la atención de las autoridades pues no se trata de nacionalidades que acostumbren realizar actividades turísticas o de negocios en Nicaragua. Las autoridades presumen que son sujetos de tráfico de migrantes  pues aunque ingresan legalmente al país, no existen pruebas de su egreso. Solamente aquellas personas que entran en forma irregular al territorio nicaragüense y que luego son interceptadas por las autoridades hondureñas y devueltas a Nicaragua, son puestas a la orden de las autoridades judiciales para su juzgamiento por tránsito ilegal
.

Se han interceptado migrantes traficados, especialmente colombianos, portando documentos falsificados de excelente calidad, que según señalan las autoridades migratorias nicaragüenses, de acuerdo con información brindada por los propios migrantes, se obtienen en Costa Rica.  Los documentos   incautados constituyen en su mayoría pasaportes costarricenses genuinos, con visas falsas  de Estados Unidos.

A pesar de que no se reportan datos referentes a edades y ocupaciones de los migrantes víctimas de tráfico en la Dirección General de Migración y Extranjería, de acuerdo con la experiencia y los datos suministrados por las autoridades migratorias y policiales encargadas de controlar el fenómeno, puede señalarse que un 80%  de los migrantes son hombres y un 20% son mujeres. Las edades oscilan entre los 20 y los 40 años de edad y los casos en que se involucran menores son muy esporádicos.  No existen datos referidos a las ocupaciones o grado de escolaridad de los migrantes. Al ser interceptados   dicen dirigirse mayoritariamente a los Estados Unidos y un porcentaje mucho menor  dice hacerlo a Canadá.

A manera de ejemplo,  un informe trimestral presentado por el Jefe de Migración y Extranjería de la IV Región, al Jefe de Secretaría Técnica de la Dirección General de Migración y Extranjería, señala que durante los meses de enero, febrero y marzo de 2001, fueron detectados un total de 13 ciudadanos ingresando en forma irregular a Nicaragua por el sector de Peñas Blancas, según el siguiente detalle: 1 canadiense, 1 chino, 1 peruano, 1 hondureño, 4 colombianos y 5 costarricenses.

2.3 ¿Quiénes son los traficantes y cómo están organizados?

De conformidad con la información suministrada tanto por las autoridades migratorias de Nicaragua como de la Policía Nacional y del Ejército, se han detectado redes internacionales de tráfico de migrantes que operan tanto desde Sur América a Estados Unidos como aquellas que se encuentran organizadas para ingresar a la región migrantes extrarregionales desde Asia, África y Europa Oriental.

Como fuera señalado, las redes cuentan con una gran cantidad de recursos materiales:  Poseen equipo especializado (vehículos pesados y livianos, equipo sofisticado de comunicación tales como radios, telefonía celular satelital, MPE 350 con scanner; armamento variado -armas cortas y escopetas-, etc.) y cuentan con amplios conocimientos sobre la geografía de la región y los procedimientos de operación de las autoridades  involucradas en el combate al tráfico de migrantes.

Las redes poseen gran cantidad de recursos humanos y están conformadas por nacionales y extranjeros. Las redes internacionales de tráfico se apoyan en redes locales y contratan a  nacionales por su amplio conocimiento sobre la geografía del país,  los horarios y lugares de operación de las autoridades y la ubicación de funcionarios susceptibles de soborno o que colaboran con el tráfico de migrantes en condición irregular.  

Debido a la escasez de fuentes de trabajo en muchas zonas fronterizas, el tráfico de migrantes se ha constituido en el modus vivendi de las comunidades, cuyos habitantes a veces no solo son traficantes sino también informantes cuando se desarrollan operativos policiales.

Tal es el caso de Sapoá, donde se calcula que un 90% de la población masculina con edades entre los 20 y 40 años, se dedica a facilitar el tráfico de migrantes en condición irregular, ya sea al servicio de traficantes de redes internacionales y locales o bien en forma independiente. Las autoridades migratorias además indican que familias enteras se dedican a esta actividad junto con el contrabando de mercancías. En Somotillo por ejemplo, las autoridades han identificado los nombres de varios traficantes de la zona, que operan a nivel familiar. Muchos de ellos poseen fincas en la zona fronteriza, circunstancia que facilita el tráfico y limita la intervención de las autoridades por tratarse de propiedades privadas. 

La coordinación de las redes internacionales a nivel local se da también para el alojamiento de migrantes, utilizando hoteles y casas privadas. En el caso de Rivas, las autoridades han  señalado que las casas están incluso  clasificadas de acuerdo a la nacionalidad del migrante. 

Las autoridades nicaragüenses encargadas de controlar el fenómeno han identificado traficantes nicaragüenses, costarricenses y hondureños que trabajan coordinadamente, recibiendo a los migrantes en Peñas Blancas y entregándolos en territorio hondureño. Otras redes más sofisticadas, proveen el tráfico desde el país de procedencia hasta el de destino final.

2.3.1 El precio y modalidades de pago de las redes de tráfico

El precio que pagan los traficados, depende de su nacionalidad, la vía que se utilice (terrestre, aérea o marítima), la dificultad que implique violentar la normativa migratoria de los países transitados y si se requiere utilizar documentación fraudulenta o alterada.  Asimismo depende de la eficiencia del traficante.  Según lo indican las autoridades policiales y militares, los precios de los servicios oscilan entre los cien y los quinientos dólares estadounidenses si se trata de traslados locales.  Por ejemplo, transportar a un ciudadano de la India por territorio nicaragüense hasta llevarlo a Choluteca, tiene un precio aproximado de cuatrocientos cincuenta dólares estadounidenses.  El costo hasta el destino final -Estados Unidos o Canadá-, para esa misma nacionalidad, desde Nicaragua, ronda los cuatro mil dólares estadounidenses.

Las autoridades migratorias indican además que en Costa Rica estas redes proveen de documentos alterados o falsos de excelente calidad con precios que oscilan entre los USD 1,500 y USD  3,000.  Se han  incautado pasaportes genuinos con visas mexicanas y estadounidenses falsas, o bien pasaportes con faltantes de páginas,  o  del todo falsos.

El cobro de los servicios se realiza bajo diferentes modalidades:  El pago puede realizarse de  contado o bien en varias cuotas, según vaya avanzando el migrante hasta su destino final.  En estos casos el pago inicial oscila entre el 30 y el 50% del monto total.

Las autoridades nicaragüenses señalan que el fenómeno del tráfico ilegal de personas, se encuentra estrechamente vinculado al narcotráfico y existen importantes conexiones entre traficantes de migrantes en condición irregular y narcotraficantes.  En muchos casos los migrantes son obligados a transportar la droga, como parte del pago.

3.  Dificultades que enfrenta el Gobierno de Nicaragua en el manejo de los migrantes traficados

3.1 Con respecto a su interceptación
La Ley de Control del Tráfico de Migrantes Ilegales, Ley número 240 aprobada el 13 de noviembre de 1996 tipifica como delito el ingreso irregular a territorio nicaragüense, como sigue:


“Artículo 21:

Cometen el delito de ingreso y/o permanencia ilegal en el territorio nacional, el extranjero que haya ingresado al país en cualquiera de las formas o modalidades establecidas en el artículo 5 de la presente ley y será sancionado con pena de tres meses de arresto inconmutable.  Una vez cumplida esta pena se ordenará a la Dirección General de Migración y Extranjería la ejecución de la deportación de dicho extranjero a su país de origen”.

El artículo 31 de esa Ley, señala que:


“Las personas que ingresen ilegalmente al país o se encuentre ilegales serán retenidos por la Dirección General de Migración y Extranjería”.

Esa misma normativa indica en su artículo 32 que corresponde a la Policía Nacional por medio del Jefe de Investigación Criminal, remitir y presentar al Juez la documentación y pruebas  incautadas relacionadas con los implicados en el tráfico ilegal de migrantes para ejercer la acusación criminal correspondiente.

En los casos en que el migrante irregular es interceptado en el momento de su ingreso a territorio nicaragüense, se procede a su rechazo inmediato al país de su última procedencia.  Si la interceptación no se realiza en forma inmediata a su ingreso, la Policía Nacional lo pone a disposición de los juzgados correspondientes.

La exoneración del requisito de visa de ingreso crea algunos inconvenientes para la interceptación de migrantes traficados debido a que las autoridades no pueden intervenir en el momento del ingreso a territorio nicaragüense, ya que las víctimas lo hacen en forma legal.  El problema se genera cuando los migrantes tratan de salir de Nicaragua con destino a Honduras, país que, como ya se ha señalado, impone mayores restricciones de ingreso, lo que los obliga a buscar procedimientos de salida irregulares.

Por otro lado, las autoridades involucradas en el fenómeno, tanto las migratorias como la Policía Nacional, carecen de recursos humanos y materiales para realizar operativos de interceptación y labores de investigación.

3.2 Con respecto a su detención

La detención de los migrantes en situación irregular encuentra amparo en el artículo 33 de la Ley de Control del Tráfico de Migrantes Ilegales, que  señala:


“Artículo 33.-

Conforme lo establecido en el numeral 1 y 2.2 del Artículo 33 de la Constitución Política y Artículo 83 del Código de Instrucción Criminal, la Policía Nacional podrá ordenar la detención de personas vinculadas con las modalidades de los delitos tipificados en la presente Ley.

Vencido el término constitucional de detención, los detenidos serán puestos en Libertad o a la orden de la autoridad competente.

Para los efectos de la presente disposición los detenidos, serán ubicados en los establecimientos que para tal fin administre la Dirección General de Migración y Extranjería…”.

El artículo 21 de ese mismo cuerpo legal señala a su vez:


“Artículo 21:

Cometen el delito de ingreso y/o permanencia ilegal en el territorio nacional, el extranjero que haya ingresado al país en cualquiera de las formas o modalidades establecidas en el artículo 5 de la presente ley y será sancionado con pena de tres meses de arresto inconmutable.  Una vez cumplida esta pena se ordenará a la Dirección General de Migración y Extranjería la ejecución de la deportación de dicho extranjero a su país de origen”.

A estos efectos, se considera ilegal el ingreso o permanencia de un extranjero en territorio nacional bajo los siguientes supuestos:

1. Cuando haya ingresado al país por lugar no habilitado como puesto fronterizo.

2. Cuando ingresa sin someterse a control migratorio.

3. Cuando el pasaporte o la visa que presenta son falsificados u obtenidos fraudulentamente.

4. Cuando se le vence la visa de estadía o de permanencia en el país.

La Dirección General de Migración y Extranjería cuenta con un Centro de Internamiento de migrantes en condición irregular, ubicado en las oficinas centrales en Managua.

El Centro posee dos secciones, uno para hombres y otro para mujeres, y tiene capacidad para albergar 28 personas, lo que impide dar abasto al número real de migrantes que deben ser internados en ese lugar, tomando en cuenta que el artículo 21 de reiterada cita, señala que deben permanecer en el lugar un plazo inconmutable de tres meses por orden judicial.

Dicho Centro brinda alojamiento y alimentación a los migrantes pero la Institución carece de un fondo específico para su manutención, por lo cual han debido recurrir al presupuesto general de la Dirección, sacrificando otros rubros. A pesar de la voluntad institucional por el respeto a los Derechos Humanos de las personas migrantes, las limitaciones presupuestarias inciden en ocasiones en el no respeto de los mismos al no poder ofrecérsele al traficado la deportación voluntaria inmediata y la alimentación adecuada.

Organizaciones religiosas como CARITAS, Orden Madre Teresa de Calcuta, la Iglesia Hossana y CEPAD, entre otros, brindan cierto apoyo para asegurar condiciones básicas de estadía.

3.3 Con respecto a su repatriación
Transcurridos los tres meses que indica el artículo 21 de la Ley número 240,  la persona migrante es puesta a la orden de las autoridades migratorias, que proceden a su deportación.

El artículo 26 de ese cuerpo de normas contiene una disposición que obliga a las líneas aéreas que operan en Nicaragua a conceder dos cupos en cada vuelo, para la deportación de personas que se encuentran en forma ilegal en el territorio nacional.  Los cupos deben ser puestos a disposición de la Dirección General de Migración y Extranjería para la deportación de extranjeros.

Sin embargo, en la práctica,  las líneas aéreas comúnmente se niegan a otorgar dichos cupos, por lo que debe recurrirse a la ayuda económica de la OIM para la compra de los tiquetes, ya que la Dirección no cuenta con un presupuesto específico para enfrentar los gastos de repatriación de los migrantes en condición irregular.
3.4 Con respecto al otorgamiento de refugio a migrantes 
En Nicaragua la población que requiere refugio encuentra tutelados sus derechos en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967.  La población de migrantes amparados a esta condición es sumamente reducida. En la actualidad se han dado algunos casos esporádicos de solicitantes de refugio provenientes de Afganistán, Sri Lanka, Cuba, Nigeria, Liberia, Somalia y Sierra Leona.

4. Dificultades que enfrenta el Gobierno de Nicaragua en el manejo de los traficantes
4.1 Identificación

La labor de inteligencia e investigación en el caso de los traficantes, es en su mayoría desempeñada por la Policía Nacional,  que es el ente que los identifica, detiene y remite al juez para ejercer la acusación criminal correspondiente. Esta labor es realizada con la colaboración de las autoridades migratorias y del Ejército destacado en la respectiva zona fronteriza.

No obstante, la identificación de los traficantes se dificulta debido a que en pocas ocasiones los “cabecillas” participan directamente en el fenómeno, ya que utilizan personal contratado para realizar las diversas actividades relacionadas con el tráfico y  poseen equipo sumamente sofisticado contra el cual las autoridades carecen de recursos para su enfrentamiento.

4.2 Recursos para hacer cumplir la ley

No obstante existir legislación que tipifica el tráfico de migrantes como un delito, las autoridades encargadas de su cumplimiento sufren serias dificultades para su aplicación, generadas en la falta de recursos humanos y materiales por un lado, y por otra parte en la circunstancia de que la Policía Nacional tiene a su cargo la prosecución de todos los otros tipos de delito.  En un gran porcentaje de ocasiones, la investigación de los delitos migratorios debe ceder espacio a la de otros ilícitos de mayor gravedad y que requieren una intervención inmediata por parte de la Policía.

También debe tomarse en cuenta que en los casos de tráfico ilegal de migrantes, la identificación y prosecución del autor se dificulta debido a que no siempre puede demostrarse su participación directa en los hechos y la recabación de pruebas es difícil.
4.3 Infraestructura legal

La Ley de Control del Tráfico de Migrantes Ilegales se promulgó en Nicaragua con el objeto de regular, controlar y sancionar  a quienes realicen tráfico de personas por el territorio nacional.
  Dicha ley define el fenómeno como “el ingreso y traslado de extranjeros a través del territorio nacional sin llenar los requisitos que exige la Ley, así como cuando las personas encargadas de su ingreso al país lo hacen por medio de documentos falsos.”
 No obstante, a pesar de existir dicha normativa, los casos en que un traficante es condenado, constituyen un número ínfimo en relación con la realidad.

4.4 Sentencia y condena

La Ley 240 establece sanciones de cuatro a ocho años de prisión y multas de entre diez mil y cincuenta mil Córdobas (de USD 750 a USD  3,790 ) para los autores del delito de tráfico de migrantes ilegales. Para sus cómplices, la ley establece como sanción, los mismos años de prisión con multas de diez mil Córdobas (USD 750 ).  A su vez los encubridores serán sancionados de uno a cuatro años de prisión con una multa de cinco mil córdobas (USD 375).

4.5 Detención y deportación

Los autores del delito de tráfico de migrantes deben cumplir sus condenas en los centros de detención de la Policía Nacional y posterior a su cumplimiento, en el caso de los extranjeros, son deportados a su país de origen, previa cancelación de su status migratorio. Las autoridades  enfrentan  serias dificultades presupuestarias para su ejecución.

5.  Medidas que permitirán al Gobierno de Nicaragua manejar el tema más eficazmente

5.1 Política y legislación

Tal y como se señaló en puntos anteriores, a partir del año 1996, Nicaragua tipificó el tráfico ilegal de migrantes como un ilícito con pena de prisión y multa para el traficante y una pena de prisión de tres meses en el Centro de Internamiento para los traficados. Con el fin de establecer medidas de control más eficientes, el gobierno está trabajando en reformas a la legislación actual. 

Paralelamente a estos avances legislativos, se requiere planificar programas de  concientización dirigidos a los funcionarios relacionados con la toma de decisiones en la materia y al público en general, que brinden una visión global de la magnitud, consecuencias e implicaciones que el tráfico de migrantes en condición irregular tiene para sus víctimas y para los países afectados.  Además es fundamental la elaboración y armonización u homologación de políticas migratorias a nivel regional.

5.2 Información

Para enfrentar el fenómeno es indispensable activar mecanismos de enlace para el intercambio regular de información entre los países afectados, como el acordado en la II Conferencia Regional Sobre Migración (CRM) en Panamá. Se hace también necesaria  la implementación de una red de información a nivel nacional y centroamericano para coordinar operativos y labores de inteligencia que permitan darle seguimiento a las redes criminales que se dedican al tráfico de migrantes. Ello involucra a todas las fuerzas de seguridad y autoridades civiles para la detección, documentación y deportación de flujos migratorios indocumentados.

También es indispensable la promoción de protocolos de colaboración entre las diferentes autoridades involucradas en el control del fenómeno, que en el caso nicaragüense involucran al menos a las autoridades migratorias, a la Policía Nacional y al Ejército Nacional.

5.3  Capacidades institucionales
La Dirección General de Migración y Extranjería de Nicaragua, al igual que las demás Direcciones de Migración de la región, sufre de escasez de recursos materiales y humanos para realizar eficazmente sus funciones.  Estas limitaciones afectan la calidad de los servicios, la eficiencia de la vigilancia en fronteras y exponen a sus funcionarios a diversas formas de corrupción debido a los bajos salarios que reciben.

En la actualidad la Dirección cuenta con 518 funcionarios de planta.  De ellos, 269 laboran en las oficinas centrales  y los demás (249) se encuentran distribuidos en las oficinas regionales, de la siguiente manera:  63 funcionarios en el aeropuerto, 44 en la Delegación de Migración Norte, 43 en la Delegación de Migración Sur, 62 en la Delegación de Occidente, 16 en la Delegación del Río San Juan, 10 en la Delegación Autónoma del Atlántico Sur y 11 en la Delegación Autónoma del Atlántico Norte.  Los horarios de trabajo en estas últimas sobrepasan las ocho horas y los funcionarios se ven obligados a permanecer en sus centros de trabajo durante la noche, sin que se les reconozca el pago del trabajo extraordinario.

La falta de recursos también impide programas de capacitación que se ven limitados a aquellos que donan las Embajadas o los Organismos Internacionales relacionados con la materia, lo que impide que se brinden capacitaciones específicas en el campo del tráfico ilegal de migrantes.

El grado de escolaridad mínimo de los funcionarios de la Dirección General de Migración y Extranjería es tercer año de secundaria y el salario básico es de mil doscientos nueve córdobas con cincuenta centavos mensuales (USD 91.07 ).

En cuanto a recursos materiales, la Institución posee 34 vehículos, de los cuales la mayoría se encuentra en mal estado.  El equipo de cómputo con que se cuenta es escaso, 50 computadoras ubicadas principalmente en las oficinas centrales y  el aeropuerto que cuenta con 16.  Se trata en su mayoría de equipo Pentium de 366 mhz.  Existen dos redes, una en el Departamento de Informática y otra en Emisión de Pasaportes.  El aeropuerto también está en red pero se trata de redes LAN es decir, redes locales.

Por su parte, las oficinas regionales carecen de vehículos, equipo de comunicaciones, computadoras y armas para enfrentar el fenómeno del tráfico ilegal de migrantes y dependen de la Policía Nacional y del Ejército destacado en fronteras, para ejercer cualquier tipo de control del fenómeno.  La cantidad de funcionarios con la que cuentan estas oficinas permite únicamente solventar las labores administrativas diarias, por lo que la investigación y el trabajo de campo han quedado relegados.

Los bajos salarios y la inexistencia de legislación laboral que asegure la estabilidad y la continuidad en los puestos de los funcionarios, son elementos que afectan el enfrentamiento del fenómeno ya que inciden en la selección del personal,  impidiendo desarrollar la carrera administrativa especializada en materia migratoria.

Dentro de las medidas administrativas propuestas para solventar esa problemática y enfrentar eficazmente el fenómeno del tráfico ilegal de migrantes, se señala primordialmente la capacitación, la rotación de personal, mayor supervisión, salarios competitivos, incentivos laborales, programas de concientización y fortalecimiento ético dirigidos a los funcionarios relacionados con el control del fenómeno.

5.4 Cooperación Bilateral y Multilateral
Combatir eficazmente el tráfico de migrantes requiere la colaboración y coordinación de los países afectados así como de los organismos internacionales competentes en el tema.  La cooperación bilateral debe enfocarse a dar asistencia en las áreas en las que los demás países de la región carecen de recursos.

En los foros permanentes existentes en el ámbito nacional e internacional se hacen esfuerzos para coordinar una plataforma política que permita exponer y atender la problemática del tráfico ilegal de migrantes y sus soluciones. 

6.  Conclusiones y recomendaciones

El tratamiento y erradicación del tráfico ilegal de migrantes es una lucha que corresponde a todos los países afectados.  Los estados de la región realizan incesantes esfuerzos por combatir el fenómeno pero la evidencia indica que los avances cada vez son menos significativos.  Las redes de tráfico nacional e internacional de migrantes en condición irregular crecen y se especializan día con día. Asimismo se especializan sus procedimientos mientras que las autoridades migratorias y en general todas las llamadas a controlar el fenómeno, se encuentran con recursos cada vez más reducidos para luchar contra esa actividad.  Por ello la cooperación de la comunidad internacional es fundamental para que Nicaragua pueda dar verdaderos resultados en la lucha contra el tráfico ilegal de migrantes.

Dentro de ese marco se emiten las siguientes recomendaciones:

A nivel nacional:

1. Fortalecer la coordinación interinstitucional a efectos de optimizar los esfuerzos para combatir el tráfico de migrantes.

2. Impulsar la concientización de los miembros del Poder Ejecutivo y Judicial sobre la existencia y consecuencias del tráfico de migrantes, con el fin de definir las políticas de erradicación a nivel nacional que contemplen la aplicación efectiva de las leyes referentes al tema.

3. Canalizar los recursos financieros y humanos para destacar en los puestos migratorios personal capacitado y provisto de los medios adecuados para enfrentar, controlar y erradicar el tráfico de migrantes.

4. Llevar a cabo campañas de información pública sobre los riesgos que conlleva el tráfico de migrantes, así como las posibilidades de migrar legalmente.

5. Impulsar la adopción de medidas que aseguren el tratamiento y asistencia apropiados a los migrantes víctimas del tráfico y que aseguren la protección de los derechos humanos de los migrantes.

6. Adoptar medidas tendientes a evitar la corrupción de funcionarios vinculados con los procesos migratorios.

7. Adoptar políticas de visado precisas y permanentes que disminuyan las inconsistencias en su otorgamiento y los márgenes de error de los funcionarios migratorios que deben aplicarlas.

8. Aumentar la seguridad de pasaportes y visados, mediante la utilización de tecnología actualizada en su confección y de instrumentos electrónicos en su lectura a efectos de detectar documentos alterados.

9. Proveer a la Institución de equipo de cómputo moderno, que responda a las actuales exigencias tecnológicas, con software actualizado que permita no solo la alimentación de las bases de datos, sino también el procesamiento y la elaboración de estadísticas y análisis, a partir de esa información y el manejo de la misma en red para su difusión interna e interinstitucional.

10. Establecer puestos de control migratorio permanentes o eventuales en la frontera sur y norte, según corresponda.

11. Dotar de medios técnicos los puestos fronterizos para la detección de documentos de viaje anómalos.

12. Facilitar capacitación permanente para los funcionarios de Migración y de las diferentes autoridades involucradas en el control y erradicación del fenómeno.

A nivel regional e internacional

1. Promover la cooperación internacional, mediante programas de asistencia técnica y financiera para crear las condiciones que permitan enfrentar más eficazmente el problema.

2. Promover la adopción de medidas coordinadas en cuanto a política, legislación y acciones a nivel nacional, regional e internacional.

3. Promover la adopción de convenios internacionales contra el tráfico de migrantes, que consideren no solo la perspectiva del delito, sino también el debido tratamiento y protección de los migrantes víctimas del tráfico.

4. Reforzar el diálogo y la consulta multilaterales no solo entre los países del área sino también con los de otras regiones, incluyendo el intercambio de experiencias en ese campo.

5. Promover la inclusión del tema del tráfico de migrantes en las agendas y foros internacionales.

6. Promover la recolección, procesamiento y difusión de información respecto del tema entre países para lograr una perspectiva más amplia del problema a nivel regional.

7. Activar la red de información de los países miembros de la Conferencia Regional sobre Migración con el fin de lograr un intercambio constante de información en la materia.

8. Reforzar la participación de las organizaciones internacionales relacionadas con el tema, en actividades de seminario, investigación y difusión de información y cooperación técnica, así como de retorno y reintegración.

9. Implementar o reforzar programas de retorno y reintegración de migrantes en situación irregular, con la colaboración de los organismos internacionales competentes y los países de origen y destino.

10. Establecer programas permanentes de capacitación en materia migratoria con la cooperación de los organismos internacionales competentes y de países con mayor experiencia en la lucha contra el tráfico de migrantes.

11. Promover el establecimiento de mecanismos de asistencia recíproca con países que cuenten con representaciones diplomáticas de los países de origen, para facilitar la obtención de documentos de viaje.

ANEXOS

ANEXO 1

MAPA DEL TERRITORIO NICARAGÜENSE Y SUS PUESTOS FRONTERIZOS
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ANEXO 2

FUENTES DE INFORMACIÓN Y PERSONAS ENTREVISTADAS

Dirección General de Migración y Extranjería:

Comandante Eduardo Gaitán Rivera, Asesor Migratorio

Comandante Juan Antonio Vanegas Vanegas, Director de Operaciones

Capitán Lenin Flores Alemán.  Director Interino de Extranjería

Señor Fisme Hallin Dali Ojeda, Subdirector interino de la Dirección de Migración

Capitán Luis Aguilar, Delegación de Migración en Guasaule

Comandante Gustavo Peterson Moreno, Delegación de Migración en Peñas Blancas

Policía Nacional y Ejército

Capitán Avellán, Oficial de la Policía Nacional en Guasuale.

Capitán Manuel Téllez.  Oficial de Inteligencia Militar en Guasaule

Capitán José Coronado, Segundo jefe del Destacamento Militar Fronterizo en Guasaule

ANEXO 3

TÉRMINOS DE REFERENCIA
Estudio de caso: El tráfico de migrantes y cómo afecta a Nicaragua
1. Descripción de l tráfico de migrantes y cómo se relaciona con Nicaragua

1.1 Descripción general del tráfico de migrantes;

1. Rutas principales y medios de transporte;

1. Los migrantes: ¿Quiénes son? ¿De dónde vienen? ¿Hacia dónde van?

1. ¿Quiénes son los traficantes y cómo están organizados?

2. Dificultades que enfrenta el Gobierno de Nicaragua en ele manejo de los migrantes traficados

2. Con respecto a su interceptación

2. Con respecto a su detención (por ejemplo: instalaciones, costos, legalidad de la duración de la detención, representación legal para los detenidos, representación de Organizaciones de Derechos Humanos); 

2. Con respecto a la repatriación (por ejemplo: documentos de viaje, costos, país de origen, países de tránsito);

2. Con respecto al otorgamiento de refugio a los migrantes

3. Dificultades que enfrenta el Gobierno de Nicaragua en el manejo de traficantes

3. Identificación (por ejemplo: información de inteligencia) 

3. Recursos para hacer cumplir la ley;

3. Infraestructura legal;

3. Sentencia y condena;

3. Detención y deportación

4. Medidas que permitirían al Gobierno de Nicaragua manejar el tema más eficazmente

4. Política y legislación;

4. Información;

4. Capacidad institucional;

4. Cooperación bilateral y multilateral 

5. Conclusiones y recomendaciones

6. Metodología

6. Entrevistas con las instituciones relevantes (identificar las instituciones))

6. Recopilación de datos de fuentes administrativas (identificar las fuentes)  
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� Esta Reunión contó con la participación de Belice, Canadá, Costa Rica, El Salvador, Estados Unidos de América, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua y Panamá.


�Este último punto haciendo la salvedad de que la voluntad del migrante no necesariamente está referida a la infracción de las leyes. 


� De conformidad con el Decreto número 115-99, del 21 de octubre de 1999, se exige el requisito de visa consultada de ingreso únicamente a las siguientes nacionalidades:  Cuba, Libia, Colombia, Jordania, Afganistán, República Popular de China, Irán, Irak, Albania, Sri Lanka, República Popular de Corea, Nepal, Bosnia-Herzegovina, Yugoslavia, Pakistán, Haití, India, Somalia, Líbano y Vietnam.  Los demás países están exentos de la presentación de dicho requisito, exigiéndoseles únicamente la adquisición de una tarjeta de turismo con un valor de cinco dólares estadounidenses .


� Ver anexo número 1


� La terminología usada es la que aparece en la legislación migratoria nicaragüense.


� Artículo 2 de la Ley número 240.


� Artículo 1 de la Ley 240.


� Artículos 7 y 9 ibídem.
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